El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


AUTO DE TUTELA – 1ª Instancia – 02 de noviembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-22-13-000-2016-01025-00
Accionante:


DORA MONTOYA PATIÑO
Accionados:
OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE PEREIRA Y LA SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO
Proceso:
Acción de Tutela – Auto que declara incompetencia y suscita conflicto negativo de competencia 

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

TEMA: 



NOTA DEVOLUTIVA QUE NIEGA REGISTRO DE ESCRITURA / CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA ANTE LA SALA MIXTA DEL TRIBUNAL. “La Corte Suprema de Justicia, en acción de tutela promovida (…) contra la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Rionegro y la Superintendencia de Notariado y Registro, de la que conoció la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, declaró la nulidad de todo lo actuado y ordenó remitir el expediente a la Oficina Judicial de Rionegro, para ser repartido entre los jueces civiles del circuito de ese municipio. (…) En consecuencia, para evitar futuras nulidades y como la petición que se dice no respondida, sobre la que se edificó la solicitud de amparo constitucional, es eminentemente administrativa, tampoco se asumirá por este despacho el conocimiento de la tutela propuesta y se suscitará el respectivo conflicto negativo de competencia ante la Sala Mixta de esta Corporación, de conformidad con el artículo 18 de la Ley 270 de 1996.”. 

Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL: auto 124 de 2009. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SCS, auto de 26 de marzo de 2015, Rad. 76001-22-21-000-2015-00026-01 / auto del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez / auto del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez / auto del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez/ autos del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Margarita Cabello Blanco.

-----------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, dos (2) de noviembre de dos mil quince (2015)
Expediente No. 66001-22-13-000-2016-01025-00
La señora Dora Montoya Patiño, actuando por intermedio de apoderada judicial, formuló acción de tutela contra la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y la Superintendencia de Notariado y Registro.
La solicitud de amparo correspondió al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de la ciudad, que por auto del pasado 1 de noviembre declaró su incompetencia para conocerla en razón a que la Superintendencia demandada es una entidad pública del orden nacional, por lo que del asunto deben conocer los Tribunales Superior del Distrito Judicial, Administrativo o el Consejo Seccional de la Judicatura.
Repartido nuevamente el asunto, correspondió a esta Sala.
Para resolver,    S E      C O N S I D E R A   :

Pretende la accionante se ordene a la Superintendencia de Notariado y Registro resolver sobre la solicitud de revocatoria directa que formuló contra la nota devolutiva emitida por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, por medio de la cual se rechazó el registro de la escritura pública No. 750 de 2016 otorgada en la Notaría Tercera del Círculo de Pereira.

Esa entidad es un ente descentralizado del orden nacional, de carácter técnico, adscrito al Ministerio de Justicia y del Derecho, con personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y patrimonial, de acuerdo con los artículos 1° y 2º del Decreto 2723 de 2014.
En esas condiciones, se trata de una entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, de conformidad con lo dispuesto en el literal c) del numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, según el cual, hacen parte del sector descentralizado por servicios las superintendencias con personería jurídica. 

La Corte Suprema de Justicia, en acción de tutela promovida por Gilberto Sánchez Orozco contra la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Rionegro y la Superintendencia de Notariado y Registro, de la que conoció la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, declaró la nulidad de todo lo actuado y ordenó remitir el expediente a la Oficina Judicial de Rionegro, para ser repartido entre los jueces civiles del circuito de ese municipio. Al respecto dijo:
“1. Del relato fáctico se desprende, con claridad, la falta de competencia de la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia para resolver la salvaguarda deprecada en primera instancia.

Lo anterior porque el reclamo involucra, exclusivamente, a la Oficina de Instrumentos Públicos de Rionegro (Antioquia), quien el 20 de octubre de 2015 negó la inscripción de la sentencia referida por el tutelante y a la Superintendencia de Notariado y Registro, dado que ésta ratificó dicha decisión el 26 de mayo de 2016, en sede de apelación.

Por cuanto la Oficina atacada es una dependencia de la Superintendencia accionada, según el artículo 20 del Decreto 0302 de 2004 y, a su turno, ese ente de vigilancia pertenece al sector descentralizado por servicios de la Rama Ejecutiva, pues es un organismo con autonomía administrativa y financiera, con personería jurídica y patrimonio independiente, adscrito al hoy llamado Ministerio del Interior, conforme se extrae del canon 1° ídem, de este auxilio debieron conocer los jueces del circuito de Rionegro.

Al respecto, esta Corporación en un caso de similar temperamento, puntualizó:

`(…) la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Tuluá (Valle) , de acuerdo con el artículo 20 del Decreto 0302 del 29 de enero de 2004, es una dependencia de la Superintendencia de Notariado y Registro, entidad que se encuentra adscrita al Ministerio del Interior y tiene personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente. En consecuencia, según lo previsto en el literal c) del numeral 2° del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, se trata de una entidad descentralizada por servicios del orden nacional, razón por la cual, como se advirtió, no son los tribunales los llamados a conocer en primera instancia de las acciones de tutela promovidas contra aquéllas, sino los juzgados del circuito o con categoría de tales (…)´.
”
En consecuencia, para evitar futuras nulidades y como la petición que se dice no respondida, sobre la que se edificó la solicitud de amparo constitucional, es eminentemente administrativa, tampoco se asumirá por este despacho el conocimiento de la tutela propuesta y se suscitará el respectivo conflicto negativo de competencia ante la Sala Mixta de esta Corporación, de conformidad con el artículo 18 de la Ley 270 de 1996.

Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por la señora Dora Montoya Patiño contra la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y la Superintendencia de Notariado y Registro.
2º Suscitar el conflicto negativo de competencia ante la Sala Mixta de este Tribunal.

3º Notifíquese esta decisión a la parte demandante por el medio más eficaz.
Notifíquese y cúmplase, 
La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Sala de Casación Civil, auto de 28 de septiembre de 2016, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona. Expediente: 05000-22-13-000-2016-00212-01.


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. DR. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.
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